Boletín N° 2058-07 (S)-1.


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de reforma constitucional relativo al Poder Judicial.


_________________________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de reforma constitucional individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia, en carácter de “suma”, con fecha 7 de octubre de 1997. El plazo reglamentario para su despacho vence el 14 de octubre y el constitucional, el 17 de octubre de 1997.


Invitados. 


Durante estudio de esta iniciativa legal, asistieron a vuestra Comisión la señora Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela; el Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio, don Rafael Blanco, y el abogado asesor de esa Cartera de Estado, don Claudio Troncoso.


	La Comisión acordó invitar a la Presidenta de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, doña Dobra Lusic Nadal, la que se excusó de asistir por tener obligaciones institucionales que cumplir relacionadas con la Academia Judicial en la ciudad de Coyhaique. Sin perjuicio de lo anterior, hizo llegar la opinión oficial de esa Asociación acerca de las reformas en estudio, la que figura entre los antecedentes del proyecto.�








Constancias reglamentarias.


Se hace constar que las reformas constitucionales propuestas requieren para su aprobación, con arreglo al artículo 116 de la Constitución, del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados en ejercicio, con la salvedad de la contemplada en el número 6 del artículo único, que necesita, según la misma disposición constitucional, de las dos terceras partes de los diputados en ejercicio.


Así también ha calificado las normas del proyecto el H. Senado. 


	Se hace constar, asimismo, que vuestra Comisión recomienda aprobar el proyecto del H. Senado con las adiciones y enmiendas que se indican en el párrafo relativo a la discusión en particular.


No hay indicaciones rechazadas ni disposiciones que deban ser de conocimiento de la Comisión de Hacienda.


	La coincidencia de pareceres entre el H. Senado y vuestra Comisión encuentra su justificación, además del conocimiento de la materia, en el hecho de que la mayor parte de sus integrantes participó activamente en la discusión del proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esa Corporación.


Fundamentos del proyecto.


	El Presidente de la República destaca en el mensaje que, en su calidad de Jefe de Estado, ha estimado necesario impulsar diversas iniciativas tendientes a introducir profundas y trascendentes reformas en nuestro sistema de administración de justicia. 


	Las exigencias derivadas de la necesidad de profundizar el Estado de Derecho y con ello fortalecer el sistema político democrático, de adecuar nuestras instituciones a los procesos de internacionalización de nuestra economía y de la globalización de las relaciones entre los diversos países, constituyen los imperativos para adecuar nuestro sistema de administración de justicia con el desarrollo político, social y económico.


La modernización del Poder Judicial ha sido el norte de las políticas judiciales del supremo gobierno, � correspondiendo en esta ocasión perfeccionar las bases constitucionales de la jurisdicción y la judicatura, para lo cual propone abordar las siguientes materias que dicen relación con el Poder Judicial:


	( El sistema de generación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema, que habrá de hacerse en el futuro con la participación tanto de ese tribunal como del Presidente de la República y del Senado. �


	( El aumento del número de ministros de la Corte Suprema de 17 a 21.


	( La integración de la Corte Suprema con abogados extraños a la administración de justicia, en número de cinco.


	( La supresión de la institución de los abogados integrantes en la Corte Suprema.


	( La plena vigencia del límite de 75 años de edad consignado en la Carta Fundamental para desempeñarse como juez, suprimiendo las diferencias que median entre algunos magistrados a quienes tal límite de edad les resulta aplicable y otros ( generalmente los de mayor jerarquía (  que están exceptuados de esa sabia norma de administración, por haberse encontrado en funciones a la fecha de entrada en vigencia de la Constitución. �


	Sobre la generación de la Corte Suprema, es opinión del Gobierno que deben participar en el nombramiento de ministros y fiscales judiciales tanto ese tribunal como el Presidente de la República y el Senado. 


En este sentido, la fórmula más acertada le parece aquélla en que la Corte Suprema elabora una nómina de cinco personas, en cuya composición se equilibren los criterios de la antigüedad y del mérito en el ejercicio de la judicatura y el aporte de connotados juristas ajenos a la administración de justicia. 


	Elaborada la nómina, se remite al Presidente de la República para que elija y proponga al Senado uno de los nombres consignados en ella. 


Para que la designación prospere, esa Corporación debe prestar su acuerdo, el cual debe ser adoptado por los dos tercios de los senadores en ejercicio.


	Este quórum, el más alto que la Carta Fundamental contempla, responde a la necesidad de que los ministros y fiscales de la Corte Suprema sean de reconocida idoneidad para el cargo. 


	Sobre la integración de la Corte Suprema con personas extrañas a la administración de justicia, se señala que, en atención a la especial naturaleza de la Corte Suprema como tribunal de casación, resulta de gran importancia la integración de ese Alto Tribunal por personas ajenas a la administración de justicia. 


	Lo anterior, junto a la supresión en la Corte Suprema de los abogados integrantes  (idea que habrá de materializarse por la vía legal, modificando el Código Orgánico de Tribunales)  y a la ampliación consecuencial del número de sus Ministros, conforme se postulaba  en una  reforma legal complementaria a la presente reforma constitucional, � permitirá que la Corte Suprema, en el desarrollo de su jurisprudencia, siga recibiendo el efectivo y valioso aporte de destacados juristas y profesores de derecho que hoy integran ese alto Tribunal en condición de abogados integrantes y que, como tales, destacan en el desarrollo progresivo del derecho.


	De esa forma, se pretende cautelar que la Corte Suprema pueda dar cabida en su seno al desarrollo doctrinario del derecho proveniente del mundo académico y profesional y, asimismo, reforzar el principio de la imparcialidad objetiva del tribunal, ya que, al desaparecer estos integrantes que cada tres años el Presidente de la República nombra a proposición de la Corte Suprema, se dota a todos los integrantes de la Corte Suprema de la necesaria inamovilidad en el ejercicio de sus funciones.


	Para guardar la debida correspondencia y armonía con el objetivo antes señalado, ha debido eliminarse en la composición del Tribunal Constitucional y, por extensión, en la composición del Tribunal Calificador de Elecciones, la exigencia que se hace tanto respecto al abogado designado por el Presidente de la República como de aquél designado por el Senado, de que sean o hayan sido abogados integrantes de la Corte Suprema por tres años consecutivos, a lo menos.


	Sobre la edad límite hasta la cual los jueces pueden permanecer en sus cargos ( 75 años (, que  constituye una limitación razonable al principio de la inamovilidad, esencial para el ejercicio de la jurisdicción,  se señala que este “acierto” constitucional se origina en la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, a partir de una proposición elaborada por la subcomisión encargada de la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, presidida por el entonces Presidente de la Excma. Corte Suprema, don José María Eyzaguirre Echeverría.  


	Acto continuo, se indica que una consistente defensa de esta norma constitucional, que se agrega a la manifestada por otros comisionados, se encuentra en el pensamiento del comisionado señor Jaime Guzmán Errázuriz, quien en diversas sesiones manifestó su parecer al respecto. 


	Con todo, la propia Carta Fundamental contiene dos excepciones de este límite de edad: Una, relativa al Presidente de la Corte Suprema, vigente mientras desempeña esa función, y, la otra, consagrada en el inciso primero de la disposición octava transitoria a favor de los magistrados de los tribunales superiores de justicia en servicio a la fecha de entrada en vigencia de la Constitución. 


	Con esta última norma, los magistrados de los tribunales superiores de justicia (Corte Suprema, Cortes de Apelaciones y demás órganos jurisdiccionales que tengan ese carácter) que se desempeñaban como tales a la fecha de entrada en vigencia de la Carta Fundamental, esto es, el 11 de marzo de 1981, no quedaron afectos al límite de edad de 75 años contemplado en el artículo 77. 


	Es del caso tener presente que esta norma excepcional fue incorporada en los trámites posteriores de redacción de la norma constitucional, por lo que no recoge los planteamientos manifestados por los miembros de la señalada Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, congelando, en forma indefinida y mientras esté vigente esa norma transitoria, los beneficios que la imposición de un límite de edad traen consigo para una adecuada carrera judicial y el desempeño de la judicatura por magistrados en su estado de máxima plenitud intelectual.


	Para subsanar esta seria deficiencia normativa, el Gobierno, recogiendo un sentimiento generalizado en la comunidad nacional, ha decidido proponer una enmienda constitucional por medio de la cual se restablece la primacía del límite de edad establecido en el artículo 77 de la Carta Fundamental para el desempeño de la judicatura, sin otra excepción que la que esa misma norma contempla, la relativa al Presidente de la Corte Suprema.  Adicionalmente, establece una fecha razonable para que los magistrados de los tribunales superiores de justicia que actualmente se benefician de lo prescrito en el inciso primero de la disposición octava transitoria, hagan cesación de sus cargos. �


	Ahora bien, para dar plena eficacia a la norma constitucional sobre límite de edad, se prescribe, en las disposiciones transitorias de la Constitución, un sistema de renovación de las plazas vacantes y normas relativas al normal funcionamiento del Pleno de la Corte Suprema, así como un beneficio compensatorio para los magistrados que en virtud de la presente reforma constitucional deban cesar en sus cargos, en conformidad con lo que establezca la ley respectiva y que tomará en especial consideración  la circunstancia de que ellos podían conservar de por vida las remuneraciones correspondientes a la función que desempeñan. 


	Por último, se destaca en el mensaje que se ha estimado oportuno establecer una fecha cierta y determinada para la producción de los efectos jurídicos de la reforma constitucional, fundamentalmente, para dar estabilidad a los actos jurisdiccionales que se practiquen hasta antes de esa fecha. 


	La señora Ministra de Justicia, en su exposición destinada a hacer la presentación del proyecto en nombre del Gobierno, señaló que existe consenso en el país respecto de la necesidad de realizar una modificación amplia del sistema de administración de justicia, dentro de la cual se inserta esta reforma constitucional relativa a la Corte Suprema que, a su vez, forma parte de un número mayor de cuerpos normativos destinados al cumplimiento del objetivo indicado.


		Destacó que, ya en el año  1990, el Centro de Estudios Públicos (CEP), en sus “Proposiciones para la reforma judicial”, expresaba que, en cuanto a los órganos que debían participar en la designación de los magistrados de la Corte Suprema, debería considerarse al Presidente de la República, a miembros del Congreso y a miembros del Poder Judicial a través de los Ministros de la Corte Suprema. Dicho Centro, además, sugirió la eliminación de la institución de los abogados integrantes y la integración del máximo tribunal por personas ajenas al Poder Judicial en una proporción igual a un tercio del total de los integrantes del tribunal colegiado. Propuso, también, elevar a treinta el número de ministros de la Corte Suprema, atendidos factores como la competencia, la participación en otros tribunales y entidades y la conveniencia de terminar con el sistema tradicional de integración.


	Precisó que ese estudio coincide con las recientes opiniones vertidas por académicos y decanos de Facultades de Derecho durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional en su primer trámite constitucional en el Senado, ocasión en la cual se realizaron audiencias públicas en las que se escuchó el parecer sobre las materias en discusión de los Decanos de Facultad o Directores de los  Departamentos de Derecho Público de las Escuelas de Derecho de las Universidades de Chile, Católica de Chile, Católica de Valparaíso, de Valparaíso, de Concepción, Diego Portales, Gabriela Mistral, de Los Andes y Adolfo Ibáñez; de los profesores de Derecho Constitucional señora Angela Vivanco y señores Alejandro Silva Bascuñán, Raúl Bertelsen, Guillermo Bruna, Francisco Cumplido, Humberto Nogueira, Jorge Ovalle  y Jorge Mario Quinzio, cuyas opiniones figuran entre los antecedentes del proyecto.


	El Colegio de Abogados, a través de su Presidente, manifestó estar de acuerdo en que se estableciera, como mecanismo transitorio y no permanente, la participación del Senado en el nombramiento de miembros de la Corte Suprema.


	Terminó aclarando que, atendido el incremento del número de Ministros de la Corte Suprema y el cambio de aquellos que habrán de cesar en el cargo por razones de edad, el proyecto de reforma constitucional establece un nombramiento transitorio que considera dos momentos. 


	El primero, con la actual Corte, destinado a nombrar cuatro nuevos Ministros de la Corte Suprema diez días después de publicada la reforma constitucional, y el segundo, por verificarse durante el transcurso del mes de enero del año 1998, destinado a nombrar a los Ministros que reemplazarán a los que cesaren en sus cargos por edad,  de los cuales la mitad pertenecerá a la carrera judicial y la otra corresponderá a abogados externos a la misma.  Para tales efectos, se considera un sistema transitorio de listas para que el Presidente de la República seleccione los nombres que propondrá al Senado.


Resumen del contenido del proyecto aprobado por el Senado.


	El proyecto del H. Senado consta de un artículo único, dividido en ocho números, por los cuales se modifican los artículos 32, N° 14; 49, N° 9; 75, 77,  79 y disposición octava transitoria, y se agrega una disposición trigésima octava transitoria, que habrá de ser trigésima novena, como ya se ha expresado.


	El referido proyecto concreta las ideas matrices o fundamentales de la iniciativa en informe permitiendo:


a) avanzar en el proceso de modernización del Poder Judicial;


b) establecer un sistema de generación de la Corte Suprema en que participen órganos de los tres poderes del Estado, a saber, la propia Corte, el Presidente de la República y el Senado;


c) aumentar de 17 a  21 el número de Ministros de la Corte Suprema;


d) incorporar a dicha Corte  a abogados ajenos al Poder Judicial;


e) suprimir, exclusivamente en la Corte Suprema, la institución de los abogados integrantes;


	f) eliminar, consecuencialmente,  la exigencia impuesta a algunos de los miembros del Tribunal Constitucional, en orden a reunir como requisito habilitante para poder ser nominado, el ser o haber sido abogado integrante de la Corte Suprema. Esta propuesta incide también, indirectamente,  en la composición del Tribunal Calificador de Elecciones, en la medida en que el precepto respectivo se remite al del Tribunal Constitucional para fijar los requisitos de uno de sus miembros;


g) eliminar la excepción al límite de edad que la disposición octava transitoria de la Carta Fundamental establece en favor de los magistrados de los tribunales superiores de justicia que se encontraban en servicio al 11 de marzo de 1981;


h) establecer los procedimientos, permanente y transitorio, para los efectos de proveer las vacantes que se producirían en la Corte Suprema por efecto de la enmienda relativa al límite de edad y al aumento del número de ministros;


i) encomendar a la ley la regulación de un beneficio compensatorio para los magistrados que cesen en sus funciones el próximo 1 de enero de 1998, sin perjuicio de los previsionales que les correspondan,  y


j) consagrar una inhabilidad especial temporal para integrar las quinas para proveer los cargos de ministro de la Corte Suprema, que afectará a quienes hayan desempeñado los cargos de diputado, senador, ministro de Estado, intendente, gobernador o alcalde, en el año siguiente a la fecha de publicación de esta reforma constitucional.


-------- 


	El N° 1 modifica el artículo 32 de la Constitución, que fija las atribuciones especiales del Presidente de la República con el objeto de sustituir su número 14, para consignar expresamente su facultad de nombrar a los magistrados de la Corte Suprema, a proposición de dicha Corte y con acuerdo del Senado, en los términos que en la Carta Fundamental se indican, a los cuales se hará referencia más adelante. 


El N° 2 modifica el artículo 49 de la Constitución, con el fin de incluir entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema. 


	El N° 3 introduce diversas modificaciones en el artículo 75, que establece los preceptos generales a los que se ajustará la ley en cuanto al nombramiento de los jueces, todos ellos por el Presidente de la República, a propuesta en quina o terna por el Poder Judicial, según corresponda.


	En la nueva disposición, junto con señalarse que la Corte Suprema se compondrá de veintiún miembros, �se indica que los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema serán nombrados por el Presidente de la República, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la misma Corte, y con acuerdo del Senado, el que adoptará su decisión por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte debe completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento tantas veces como fuere necesario, hasta que se apruebe un nombramiento. �


	En la misma disposición se expresa que cinco de los miembros de la Corte Suprema deberán ser abogados extraños a la administración de justicia y se fijan los requisitos que habrán de cumplir los postulantes: tener a lo menos quince años de titulo, haberse destacado en la actividad profesional o universitaria y cumplir los demás requisitos que señale la ley orgánica constitucional respectiva.


	Si se trata de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, la nómina se forma exclusivamente con integrantes de éste. Un lugar debe ocupar el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en lista de mérito y los otros cuatro cargos, otros candidatos, en atención a sus méritos.


	Por el contrario, si corresponde proveer una vacante de abogados extraños a la administración de justicia, la nómina se forma exclusivamente con abogados que cumplan las exigencias constitucionales y legales del caso, previo concurso público de antecedentes.


	Se piensa que el sistema propuesto es apropiado y conveniente, en la medida en que habrá de concitar un amplio consenso institucional de los actores involucrados, factor que incrementará la legitimidad de los jueces de la Corte Suprema y que aminorará el efecto de cooptación a que tiende la modalidad actualmente vigente.


	Por otra parte, la alta exigencia impuesta en materia de quórum ( dos tercios de los senadores en ejercicio ( hará necesario alcanzar un acuerdo que trascienda el criterio de mayorías y minorías en el Senado, permitiendo, a la vez, despejar cualquier suspicacia sobre interferencias políticas en el nombramiento de los ministros de la Corte Suprema.


	El N° 4 modifica el artículo 77, que se refiere, en general, a la permanencia de los jueces en sus cargos, con el fin de sustituir su inciso cuarto, que faculta al Presidente de la República, a propuesta o con acuerdo de la Corte Suprema, para autorizar permutas u ordenar el traslado de los jueces o demás funcionarios o empleados del Poder Judicial a otro cargo de igual categoría. 


	La nueva disposición, que tiende a reforzar la independencia del Poder Judicial, faculta a la propia Corte para autorizar u ordenar, en pleno especialmente convocado al efecto y por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, el traslado de los jueces y demás funcionarios y empleados del Poder Judicial a otro cargo de igual categoría.


	El N° 5 modifica el artículo 79, relativo a las atribuciones exclusivas de la Corte Suprema, con el fin de intercalar un inciso segundo nuevo que regula la situación que se produce cuando un tribunal superior de justicia, en uso de sus facultades disciplinarias, invalida una resolución judicial.


	En tal caso, debe enviar los antecedentes al pleno de la Corte Suprema, el cual, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, impondrá las medidas disciplinarias acordes con la falta o abuso. De no reunirse ese quórum, la queja o el recurso de queja se entenderán rechazados. �


	Se trata de una modificación no considerada en el mensaje, relativa al recurso de queja.


	Debe recordarse, sobre el particular, que el Congreso Nacional aprobó en el año 1995 una modificación del Código Orgánico de Tribunales al objeto de establecer el carácter excepcionalísimo del recurso de queja. � 


	Sin perjuicio de que el artículo 545 del Código Orgánico de Tribunales establece que en el caso de acogerse el recurso de queja deben, necesariamente, aplicarse la o las medidas disciplinarias que se estimen pertinentes, la Corte Suprema no ha procedido en la forma indicada en la ley y se ha erigido en una suerte de tribunal de tercera instancia de equidad, mediante el conocimiento de las causas a través de este recurso. 


	Por tal motivo (agregó ( se estimó pertinente establecer como principio esencial para la independencia del ejercicio de la función judicial que la superintendencia que ejerce la Corte Suprema respecto de los tribunales no implica relativizar la independencia subjetiva de los jueces.  


	El proyecto de reforma constitucional refuerza el carácter excepcionalísimo del recurso de queja, estableciendo la obligación de aplicar una medida disciplinaria en el caso de que éste  sea acogido.


	El N° 6 modifica el inciso segundo del artículo 81, que se refiere a la integración del Tribunal Constitucional y a los requisitos que deben cumplir las personas para  ser miembros de él.


	La enmienda suprime la exigencia  impuesta a los abogados que sean propuestos para integrar el tribunal, de ser o haber sido abogado integrante de la Corte Suprema por tres años consecutivos, a lo menos.


	El N° 7 modifica la octava disposición transitoria, con el fin de suprimir la excepción al límite de 75 años de edad que existe a favor de los magistrados de los tribunales superiores de justicia en funciones a la fecha de entrada en vigencia de la actual Constitución.


	Las normas relativas a edad regirán a contar del 1 de enero de 1998, respecto de los magistrados en servicio en  la fecha indicada.


	Junto con lo anterior, regula la forma de proveer las vacantes de ministros de la Corte Suprema que habrán de producirse por el incremento de las cuatro nuevas plazas y por el cese de funciones de algunos de ellos por razones de edad. �


	Al efecto, se distingue entre la provisión de las nuevas vacantes y la de las que se produzcan por la cesación en el cargo de ministros por razón de edad.


	La idea es que las primeras se provean por la actual Corte, para lo cual ésta, dentro de los diez días siguientes a la publicación de la reforma, debe proponer al Presidente dos nóminas de diez personas cada una, una con integrantes del Poder Judicial y otra con abogados extraños a la administración de Justicia.


Para proveer las segundas vacantes, la Corte deberá proponer al Presidente de la República, en los diez primeros días de enero próximo, dos nuevas nóminas, cada una de ellas equivalente a la mitad del quíntuplo del número de vacantes producidas. Una con integrantes del Poder Judicial y otra con abogados extraños a él, previo llamado a concurso público de antecedentes en este último caso. 


	Recibidas las nóminas y dentro de tercero día,  el Presidente debe proponer al Senado, simultáneamente, tantos nombres como sea el número de vacantes por llenar. En cada proposición, la mitad de las personas deben ser del Poder Judicial y la otra mitad, ajenas a él, hasta completar el número de cinco de estos abogados que deben integrar la Corte Suprema.


	El Senado, dentro de los seis días siguientes a cada proposición presidencial, en sesión especial y con el voto de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, debe pronunciarse sobre ella, en votaciones separadas y sucesivas.


	Si hay rechazo por el Senado, el Presidente propondrá, dentro de segundo día, un nuevo nombre de los incluidos en la nómina y el Senado deberá pronunciarse dentro de tercero día. 


Si se rechazan cinco nombres de una misma nómina, la Corte Suprema debe completarla, dentro del plazo de cinco días, durante los cuales se interrumpen los plazos anteriores.


	Las nóminas se forman por el Pleno de la Corte Suprema, en una misma y única votación, pudiendo cada ministro votar por el equivalente a las dos terceras partes del total de personas que las integrarán, resultando elegidos quienes obtengan las más altas votaciones.


	Los ministros y fiscales judiciales (inciso antepenúltimo) que deban cesar en sus cargos por aplicación de esta disposición transitoria tienen derecho a un beneficio compensatorio adecuado, que fijará la ley, sin perjuicio de los beneficios previsionales que les correspondan.


	Los magistrados de los tribunales superiores de justicia (inciso penúltimo) en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta Constitución, que se desempeñen como presidente de la Corte Suprema, durarán en dicho cargo dos años. �


El número 8 agrega una disposición transitoria nueva, como trigésima octava, con la finalidad de establecer una inhabilidad especial para integrar las quinas para miembros de la Corte Suprema, que afectará a las personas que se hayan desempeñado como diputado, senador, ministro de estado, intendente, gobernador o alcalde, durante el año siguiente a la fecha de publicación del proyecto.


	De esta forma, se eleva al doble el plazo de la incapacidad consagrada en el artículo 56 de la Carta Fundamental que impide que los ex parlamentarios, hasta seis meses después de expirar en su cargo, puedan ser nombrados en cualquier empleo, función o comisión en la Administración. 


Opinión de la Corte Suprema. 


La Excma. Corte Suprema fue requerida por el H. Senado para que emitiera informe sobre el proyecto en informe, pese a no existir norma que requiera conocer el parecer de ese Alto Tribunal al respecto, como sucede, por el contrario, con los proyectos de ley que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales.


La mayoría de la Corte se pronunció negativamente sobre el sistema de generación de la Corte Suprema con intervención del Senado, siendo partidaria de mantener el actual sistema de nombramiento.


Sobre la integración de la Corte con personas extrañas, la mayoría estuvo por expresar su posición negativa. Seis de los ministros estuvieron por informar favorablemente este punto, siempre que no sean en un número superior a cuatro, porque más de ese número dificulta las posibilidades de ascenso a los funcionarios de carrera.


Sobre el límite de edad, la oposición fue total, por las razones que se indican en la nota 6.


En el informe que esa Corte emitiera en relación con reformas del Código Orgánico de Tribunales, por mayoría se pronunció favorablemente sobre el aumento a veintiuno de los Ministros de ese tribunal, como una manera de que la actual división en cuatro salas pase a ser ordinaria y funcionen éstas con dotación completa de ministros y en el entendimiento de que todos sus integrantes sean designados de entre los funcionarios de carrera del Escalafón Primario del Poder Judicial.


La reducción del mandato de la presidencia de la Corte, de tres a dos años, fue informada negativamente, por constituir un lapso del todo necesario para que el Presidente se posesione adecuadamente del cargo.


En forma unánime se informó negativamente la eliminación de los abogados integrantes de esa Corte, siendo de parecer de que debe mantenerse el número contemplado en la actualidad.


Síntesis del debate habido en la discusión en general. 


	Después de escuchar la exposición de la señora Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela, quien hizo la presentación del proyecto en nombre del Gobierno, la Comisión procedió a efectuar una revisión global de la iniciativa, a la luz de diversas observaciones formuladas tanto por sus integrantes como por la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial ( entidad que fuera invitada a la sesión,  pero que se excusó de asistir (  y por destacados abogados del Foro.


	Entre los temas debatidos,  cabe mencionar los relativos a: 


( La aplicación del tope de edad a todos los miembros del Poder Judicial, sin excepciones, materia que, según se dijo, puede ser abordada por la vía legal y no necesariamente por la vía constitucional, atendido el tenor del artículo 77 de la Carta Fundamental.


( La eliminación de los abogados integrantes no sólo en la Corte Suprema,  sino también en las Cortes de Apelaciones, idea que si bien no fue descartada, fue estimada impracticable por ahora. 


( El número de abogados extraños al Poder Judicial que habrán de incorporarse a la Corte Suprema.


( La formación de las nóminas correspondientes a abogados extraños a la administración de justicia mediante el sistema de concurso público de antecedentes.


( La “constitucionalización” de la queja a través de disposiciones que obligan a la aplicación de medidas disciplinarias por los tribunales superiores al invalidar una resolución judicial, y sus efectos en las causas en que inciden. 


( Las nuevas facultades que se otorgan a la Corte Suprema para autorizar o disponer traslados de jueces y demás funcionarios y empleados del Poder Judicial a cargos de igual categoría.


( La terminología empleada en diferentes disposiciones del proyecto, para referirse a los “magistrados de la Corte Suprema”, “ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema” “magistrados de los tribunales superiores de justicia”, “fiscales judiciales”, “ministros de la Corte Suprema”, “ministros y fiscales judiciales”, etc., lo que podría provocar dudas acerca de sí los conceptos “magistrados de la Corte Suprema” y “magistrados de los tribunales superiores de justicia” comprenden o no comprenden a los fiscales judiciales de ese tribunal. �


( La incorporación de una disposición trigésima octava nueva, que debería ser trigésima novena, dado que la ley 19.519, del 16 de septiembre de 1997, que creó el Ministerio Público,  agregó las disposiciones transitorias trigésima sexta y trigésima séptima. La futura ley de reforma constitucional municipal, por aprobarse en el Congreso Pleno del 11 de octubre próximo, agregará una disposición trigésima octava, nueva.


-------- 


	A consecuencias del debate producido, la Comisión estimó pertinente efectuar un estudio más profundo respecto de las siguientes materias, con el objeto de explorar la posibilidad de introducir  adiciones o enmiendas en el texto aprobado por el H. Senado. 


	1. La letra a) del número 3 del artículo único del proyecto de reforma constitucional, que agrega diversos nuevos incisos a la Constitución Política de la República, establece que cinco de los veintiún ministros de la Corte Suprema deberán ser abogados extraños a la administración de justicia y cumplir, además, requisitos de excelencia profesional.


	Ante la posibilidad de que no accedieran a los referidos cargos los profesionales abogados de mayor prestigio, considerando que en un determinado estado de solvencia profesional no es común ni natural que se compita, en virtud de una decisión estrictamente personal, por un cargo o función, se estimó pertinente considerar que la ley orgánica constitucional respectiva regule procedimientos que permitan a diversas instituciones proponer el nombre de los abogados que, en virtud de reunir los requisitos exigidos por la Constitución y las leyes, merezcan integrar el máximo tribunal.


	Esta fórmula satisface la exigencia establecida en el nuevo inciso quinto del artículo 75 de la Constitución Política de la República, propuesto en el proyecto de reforma constitucional, de que la nómina de los abogados para proveer las vacantes de abogados extraños al Poder Judicial debe ser formada previo concurso público de antecedentes.  


Se entiende que no se trata de un concurso de oposición de antecedentes y que las postulaciones a la nómina pueden ser promovidas por organismos y no ser obligatoriamente de orden personal,  en cuanto deban tener como origen la manifestación de voluntad de los abogados destacados por su actividad profesional o universitaria que se pretende que integren las quinas.


	2. El número 4 del artículo único del proyecto de reforma constitucional sustituye el inciso cuarto del artículo 77 de la Constitución Política de la República, estableciendo que los traslados de los jueces y demás funcionarios y empleados del Poder Judicial podrán ser autorizados u ordenados por el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado para tal efecto. 


Se elimina así la participación del Presidente de la República en la autorización de los traslados, así como las permutas, las que fueron estimadas “perversas”.


	Al objeto de que, por la vía de proveer los cargos vacantes mediante la figura de los traslados (  particularmente en los cargos de mayor interés profesional ( se impida el acceso a los mismos mediante el sistema regular de ternas, se estimó necesario dejar constancia de que los traslados, que deberán constituir una forma excepcional de provisión de cargos, deberán ser decretados mediante una resolución fundada de la Corte Suprema, en conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, no bastando, para tal propósito, una simple invocación genérica a eventuales  “necesidades del servicio”, sino de sólidos fundamentos que avalen la determinación adoptada, señalados en la propia resolución que disponga la medida.


	De otra forma, se corre el riesgo cierto de que los cargos más “apetecidos” dentro del Poder Judicial sean provistos en esta forma, con el agravante de que la disposición se aplica a todos los cargos del Poder Judicial y no sólo al de jueces.


	La disposición, mal aplicada, podría poner en juego el tema de la independencia de los jueces frente a la propia Corte Suprema, dado que el traslado también puede ser utilizado como sanción.


	3. El número 5 del artículo único del proyecto de reforma constitucional agrega un nuevo inciso segundo al artículo 79 de la Constitución Política de la República, relativo al ejercicio de las facultades disciplinarias de los tribunales superiores de justicia. 


Invalidada una resolución judicial en virtud del ejercicio de la facultad disciplinaria,  la mayoría absoluta del pleno de la Corte Suprema sancionará al juez que cometió la falta o abuso.  Si no se alcanza la mayoría absoluta del tribunal pleno,  el recurso de queja o la queja se entenderán rechazados.


Se hizo presente que la disposición podría generar insospechados efectos en lo jurisdiccional, al dejar supeditada la decisión sobre una resolución judicial por parte de un tribunal superior a lo que en definitiva acordare la Corte Suprema en materia disciplinaria.


La disposición, mal utilizada, podría prestarse, además, para paralizar indefinidamente un proceso, dado el tiempo que la Corte suele demorar en pronunciarse sobre los asuntos que se someten a su conocimiento. 


	Al margen de lo anterior, se estimó pertinente no constitucionalizar la queja y regular la aplicación de las medidas disciplinarias según los términos establecidos en la ley N° 19.374, que modificó, precisamente en esta materia, el artículo 545 del Código Orgánico de Tribunales, modificación legal que la Corte Suprema en varias oportunidades ha declarado inaplicable, por vulnerar sus potestades directivas y correccionales. 


	En ese orden de ideas,  las alternativas propuestas fueron varias. 


La más radical, suprimir el nuevo  inciso  que  se agrega en el artículo 79.


Como alternativa, disponer que,  en caso de que un tribunal superior de justicia, en ejercicio de sus facultades disciplinarias, invalide una resolución jurisdiccional, deberá aplicar las medidas disciplinarias acordes con la falta o abuso, en conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, con lo cual desaparecerían los reparos de la Corte Suprema al artículo 545 del Código Orgánico de Tribunales.


Otra fórmula es sustituir, con las adecuaciones formales del caso,  la frase inicial del inciso primero del artículo 79 por el inciso primero del artículo 86 de la Constitución de 1925, que expresaba que “La Corte Suprema tiene la superintendencia directiva, correccional y económica de todos los tribunales de la Nación, con arreglo a la ley que determine su organización y atribuciones”. 


El inconveniente que presenta esta última alternativa es que se estaría modificando una norma constitucional que no ha sido considerada entre las enmiendas que el Presidente y el Senado han estimado pertinente introducir en la Carta Fundamental.


-------- 


Cerrado el debate, vuestra Comisión procedió a prestar aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de los señores Diputados presentes, señores Cornejo, Cardemil, Coloma, Elgueta, Espina, Gajardo, Pérez Lobos, Urrutia y señora Wörner.


Adiciones y enmiendas aprobadas en la discusión en particular. 


En la discusión en particular, vuestra Comisión acordó introducir al proyecto aprobado por el H. Senado las siguientes adiciones y enmiendas.


1.- En el N° 1 del artículo único, por el cual se sustituye el número 14° del artículo 32, ha agregado la expresión “fiscales judiciales” después de la palabra “magistrados”, en las dos oportunidades en que ella aparece en el texto, con el objeto de que quede claramente establecido que dicha palabra se refiere exclusivamente a los ministros de las Cortes de Apelaciones o de la Corte Suprema, en su caso.


2.- En el N° 4 del artículo único, por el cual se sustituye el inciso cuarto del artículo 77, ha agregado la palabra “fundadamente” después de la forma verbal “ordenar”, por las razones que se han señalado en el párrafo relativo a la discusión en general.


La idea es que el traslado, que  constituye una forma excepcional de provisión de cargos, debe ser decretado mediante resolución fundada de la Corte Suprema, en conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, no bastando, para tal propósito fundante, una simple invocación genérica a eventuales “necesidades del servicio”, sino sólidos fundamentos que avalen la determinación adoptada, señalados en la propia resolución que disponga la medida.


3.- En el N° 5 del artículo 79, que intercala un inciso segundo nuevo en el artículo 79, con el fin de regular la situación que se produce cuando un tribunal superior, en uso de sus facultades reglamentarias, invalida una resolución judicial, se optó por sustituir la disposición propuesta por la siguiente:


“Los tribunales superiores de justicia, en uso de sus facultades disciplinarias, sólo podrán invalidar resoluciones jurisdiccionales en los casos y forma que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.”


En opinión de vuestra Comisión, esa redacción subsana los reparos planteados durante la discusión en general del proyecto.


4.- En el N° 7 del artículo único, que modifica la disposición octava transitoria, se acordó:


a) reemplazar, en su encabezamiento la expresión “décimo segundo” por el ordinal “décimo cuarto”, como consecuencia de los nuevos incisos que se agregan a esta disposición transitoria;


	b) sustituir, en el nuevo inciso cuarto, la oración “Una se formará con integrantes del Poder Judicial, debiendo ocupar un lugar en ella los ministros de  Corte de Apelaciones más antiguos que figuren en lista de méritos y que no deban cesar en sus cargos por aplicación del inciso primero de la presente disposición transitoria, en un número equivalente a la mitad de las señaladas vacantes”, por la siguiente: “Una se formará con integrantes del Poder Judicial, debiendo ocupar en ella un lugar de cada cinco de los propuestos, los ministros de Corte de  Apelaciones más antiguos que figuren en lista de méritos y que no deban cesar en sus cargos por aplicación del inciso primero de la presente disposición transitoria.”


	De esta forma se guarda la proporcionalidad en la formación de las quinas y nóminas, de un Ministro de Corte de Apelaciones por cada cinco personas propuestas.


	c) Suprimir, en el inciso décimo, la expresión “y los fiscales judiciales”, dado el hecho de que estos funcionarios judiciales no cesan obligatoriamente en sus cargos por razones de edad, con arreglo al artículo 77 de la Constitución, que sólo se refiere a los jueces.


Ello no obsta a que, por la vía legal, se les pueda otorgar el beneficio compensatorio que esa disposición consagra.


d) Reemplazar en el inciso undécimo, la oración “Los magistrados de los tribunales superiores de justicia en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta Constitución” por “Los magistrados de los tribunales superiores de justicia a los que se refiere el inciso primero,”, con lo cual queda  claro que esta disposición contiene una excepción al referido inciso, en favor de los que desempeñen el cargo de Presidente de la Corte Suprema.


e) Agregar, a continuación del inciso undécimo, el siguiente inciso nuevo:


“Dicho plazo se contará a partir de la fecha del respectivo nombramiento.”.


Con ello se precisa el verdadero sentido y alcance del inciso penúltimo de la disposición octava transitoria y se evitan interpretaciones diversas del mismo. �


f) Agregar, como inciso duodécimo, el inciso segundo de la nueva disposición trigésima novena transitoria, por tener una mayor relación con la materia a que se refiere esta disposición.


5.- Remplazar la numeración de la nueva disposición transitoria por “trigesimanovena”.


Lo anterior, dado que la ley 19.519, que creó el Ministerio Público, agregó las disposiciones trigésima sexta y trigésima séptima a la Constitución. La reforma constitucional municipal, a ratificarse en el Congreso Pleno del 11 de octubre próximo, le agregará una disposición trigésima octava nueva.


En relación con la expresión “abogados extraños a la administración de justicia” que se emplea en diversos artículos, se acordó dejar constancia que ella se emplea para referirse a aquellas personas que no forman parte de las plantas o escalafones del Poder Judicial o de sus organismos dependientes.


Se hace constar que todos los acuerdos anteriores fueron adoptados por unanimidad.


PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


	“Artículo único.- Introdúcense en la Constitución Política de la República las siguientes modificaciones:


	1.- Sustitúyese el número 14º del artículo 32, por el siguiente:


	“14º Nombrar a los magistrados y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones y a los jueces letrados, a proposición de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente; al miembro del Tribunal Constitucional que le corresponde designar; y a los magistrados y fiscales judiciales de la Corte Suprema y al Fiscal Nacional, a proposición de dicha Corte y con acuerdo del Senado, todo ello conforme a lo prescrito en esta Constitución;”.


	2.- Sustitúyese el número 9 del artículo 49, por el siguiente:


	“9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional, y”.


	3.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 75:


a) Reemplázase el inciso segundo por los incisos siguientes, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y  quinto a ser  sexto, séptimo y octavo,  respectivamente:


	“Los ministros y los fiscales judiciales de la Corte Suprema serán nombrados por el Presidente de la República, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la misma Corte, y con acuerdo del Senado.  Este adoptará los respectivos acuerdos por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento. 


	Cinco de los miembros de la Corte Suprema deberán ser abogados extraños a la administración de justicia, tener a lo menos quince años de título, haberse destacado en la actividad profesional o universitaria y cumplir los demás requisitos que señale la ley orgánica constitucional respectiva.


	La Corte Suprema, cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina exclusivamente  con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones calificado en lista de méritos. Los otros cuatro lugares se llenarán en atención a los merecimientos de los candidatos. Tratándose de proveer una vacante correspondiente a abogados extraños a la administración de justicia, la nómina se formará exclusivamente, previo concurso público de antecedentes, con abogados que cumplan los requisitos señalados en el inciso cuarto."


	b) Agrégase a continuación del inciso quinto, que ha pasado a ser octavo, el siguiente inciso nuevo:


	"La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso,  formarán las quinas o las ternas en pleno especialmente convocado al efecto, en una misma y única votación, donde cada uno de sus integrantes tendrá derecho a votar por tres o dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. El empate se resolverá mediante sorteo.”


	c) Reemplázase, en el inciso final, las palabras "treinta días" por "sesenta días".


	4.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 77, por el siguiente:


	"La Corte Suprema, en pleno especialmente convocado al efecto y por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, podrá autorizar u ordenar, fundadamente,  el traslado de los jueces y demás funcionarios y empleados del Poder Judicial a otro cargo de igual categoría."


	5.- Agrégase al artículo 79 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser inciso tercero:


“Los tribunales superiores de justicia, en uso de sus facultades disciplinarias, sólo podrán invalidar resoluciones jurisdiccionales en los casos y forma que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.”


	6.- Suprímese la oración final del inciso segundo del artículo 81, que reza como sigue: "Además, en los casos de las letras b) y d), deberán ser personas que sean o hayan sido abogados integrantes de la Corte Suprema por tres años consecutivos, a lo menos."


	7.- Sustitúyese el inciso primero de la disposición octava transitoria por los siguientes, pasando el actual inciso segundo a ser  décimo cuarto:


	“Las normas relativas a la edad establecidas en el inciso segundo del artículo 77 regirán a contar del 1 de enero de 1998, respecto de los magistrados de los tribunales superiores de justicia que se hallaban en servicio al 11 de marzo de 1981.


	Las vacantes de ministros de la Corte Suprema correspondientes a las cuatro nuevas plazas que se crean en virtud de la modificación al artículo 75 y las que se produzcan en dicho tribunal al aplicarse la norma relativa a la edad a que se refiere el inciso precedente, serán provistas en conformidad a las normas siguientes.


	La Corte Suprema, para proveer las cuatro nuevas plazas de ministro, dentro del plazo de diez días contados desde la publicación de la presente ley de reforma constitucional, propondrá al Presidente de la República dos nóminas de diez personas cada una. Una se formará con integrantes del Poder Judicial, debiendo incluir en ella a los dos ministros de Corte de Apelaciones más antiguos que figuren en lista de méritos y que no deban cesar en sus cargos por aplicación del inciso primero de la presente disposición transitoria, y la otra se formará con abogados extraños a la administración de justicia que cumplan con los requisitos señalados en el inciso cuarto del artículo 75.


	Para proveer las vacantes que se produzcan el 1 de enero de 1998 por aplicación del límite de edad a los ministros de la Corte Suprema que tengan cumplidos a dicha fecha 75 o más años de edad, la Corte Suprema propondrá al Presidente de la República, dentro de los diez primeros días del mes de enero de 1998, dos nuevas nóminas, cada una de las cuales estará integrada por el equivalente a la mitad del quíntuplo del número de vacantes producidas. Una se formará con integrantes del Poder Judicial, debiendo ocupar en ella un lugar de cada cinco de los propuestos, los ministros de Corte de  Apelaciones más antiguos que figuren en lista de méritos y que no deban cesar en sus cargos por aplicación del inciso primero de la presente disposición transitoria. La otra se formará con abogados extraños a la administración de justicia que cumplan con los requisitos establecidos en el inciso cuarto del artículo 75.


	Dentro de tercero día de recibidas las nóminas a que se refieren los incisos precedentes y en las oportunidades respectivas, el Presidente de la República propondrá al Senado, simultáneamente, tantos nombres como sea el número de vacantes a llenar en cada caso. En cada proposición, la mitad de las personas incluidas deberán ser integrantes del Poder Judicial y la otra mitad abogados extraños a la administración de justicia, hasta completar el número de cinco de estos abogados que deben integrar la Corte Suprema.


	El Senado, dentro de los seis días siguientes a cada proposición presidencial, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, deberá pronunciarse en votaciones separadas y sucesivas por cada una de las personas propuestas.


	En caso que el Senado rechace alguno de los nombres presentados por el Presidente de la República, éste le propondrá, dentro de segundo día, un nuevo nombre de los incluidos en la respectiva nómina y el Senado se pronunciará dentro de tercero día de formulada la nueva propuesta, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe una proposición presidencial. Si se rechazaren cinco nombres de una misma nómina, la Corte Suprema deberá completarla, hasta reunir el total correspondiente, dentro del plazo de cinco días, durante los cuales se interrumpirán los términos anteriores.


	Para formar las nóminas correspondientes a abogados extraños a la administración de justicia señaladas en los incisos anteriores, la Corte Suprema llamará, dentro de tercero día de publicada la presente ley de reforma constitucional, a concurso público de antecedentes. El pleno de la Corte Suprema elegirá a quienes integrarán estas nóminas y a quienes reemplazarán a los candidatos rechazados, de entre las personas que se presenten a dicho concurso.


	Las nóminas a que se refieren los incisos precedentes se formarán por el pleno de la Corte Suprema, en una misma y única votación. Para estos efectos, cada ministro podrá votar hasta por el equivalente a las dos terceras partes del total de personas que integrarán dichas nóminas, resultando elegidos quienes obtengan las más altas votaciones.


	Sin perjuicio de los beneficios previsionales que les correspondan de acuerdo a las normas vigentes, los ministros que deban cesar en sus cargos por aplicación de la presente disposición transitoria tendrán derecho a un beneficio compensatorio adecuado, que fijará la ley.


	Los magistrados de los tribunales superiores de justicia a que se refiere el inciso primero, que se desempeñen como presidente de la Corte Suprema, durarán en dicho cargo dos años.


	Dicho plazo se contará a partir de la fecha del respectivo nombramiento.


	Los ministros que se designen con anterioridad al 2 de enero de 1998, asumirán sus cargos a contar de ese día.”


	8.- Agrégase la siguiente disposición transitoria:


	“Trigésima novena.- En  el año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley de reforma constitucional no podrán figurar en las nóminas para integrar la Corte Suprema quienes hayan desempeñado los cargos de Presidente de la República, diputado, senador, ministro de Estado, intendente, gobernador o alcalde.”.”


Se designó Diputado Informante al señor Aldo Cornejo González.


	Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 1997.

















	Acordado en sesiones de fechas 30 de septiembre y 7 de octubre  de 1997, con asistencia de los señores Cornejo (Presidente), Arancibia, Cardemil, Coloma, Elgueta, Espina, Ferrada, Gajardo, Luksic, Pérez Lobos, Urrutia y señora Wörner.








Adrián Álvarez Álvarez,


Secretario de la Comisión.








� Esa Asociación exige la autonomía económica del Poder Judicial, consagrada constitucionalmente; la modificación de la estructura de la Corporación Administrativa; la creación de un Departamento de Relaciones Públicas y Comunicaciones y reestudiar el horario de funcionamiento de los tribunales. En relación con el proyecto, están de acuerdo con el tope de 75 años para jubilar, aplicable a todos los miembros del Poder Judicial, sin excepciones, junto con un sistema de indemnizaciones por años de servicios, jubilaciones y pensiones de supervivencia dignas; rechaza la incorporación obligatoria de abogados ajenos a la carrera judicial como miembros de la Corte Suprema, fundamentalmente por lesionar la carrera funcionaria; está de acuerdo en la eliminación de los abogados integrantes, lo que debe hacerse también en las Cortes de Apelaciones; acepta ampliar a 21 los integrantes de la Corte Suprema; rechaza la intervención del Senado en el nombramiento de ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema; está de acuerdo en que el Presidente de la Corte Suprema dure dos años en su mandato. 


� Cita, a vía de ejemplo, la reforma del sistema de enjuiciamiento criminal y  la creación del ministerio público para, luego, anunciar el proyecto de ley orgánica constitucional del ministerio público; el proyecto de reformas del Código Orgánico de Tribunales; el proyecto que adecuará las normas de diversas leyes para ajustarlas al futuro Código de Derecho Procesal Penal; el proyecto que establece un plan cuadrienal para mejorar los recursos destinados al Poder Judicial; el proyecto que establecerá un nuevo sistema de defensa penal pública sustentado en un rediseño de las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial, las que, a su vez, serán reemplazadas por las futuras Corporaciones Regionales de Asistencia Jurídica; el Fondo Nacional de Defensa Penal Pública; el proyecto sobre tribunales de familia; el proyecto de subvenciones del Servicio Nacional de Menores; la nueva política penitenciaria; las reformas para perfeccionar el funcionamiento de los organismos auxiliares de la administración de justicia, como el Servicio de Registro Civil e Identificación y el Servicio Médico Legal, etc.


� La participación del Senado ( no del Congreso Nacional ( en la designación de altos funcionarios de la Administración es una fórmula que se ha estado empleando con bastante frecuencia en los últimos tiempos. Baste señalar, al efecto, su intervención en la designación de seis directores de Televisión Nacional de Chile (ley 19.132); de diez consejeros del Consejo Nacional de Televisión (ley 18.838, modificada por la ley 19.131); de cinco consejeros del Banco Central (ley 18.840) y del Fiscal Nacional ( ley 19.519 y artículo 49, N° 9, de la Constitución). A los casos anteriores debe agregarse la designación del Contralor General de la República, acorde con el artículo 87 de la Constitución.


� El artículo 77 de la Constitución establece que “Los jueces permanecerán en sus cargos durante su buen comportamiento; pero los inferiores desempeñarán su respectiva judicatura por el tiempo que determinen las leyes”. 


Su inciso segundo dispone que “No obstante lo anterior, los jueces cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad (...( La norma relativa a la edad no regirá respecto al Presidente de la Corte Suprema, quien continuará en su cargo hasta el término de su período....”


La disposición octava transitoria, en su inciso primero, previene que “Las normas relativas a la edad establecidas en el inciso segundo del artículo 77 no regirán respecto de los magistrados de los tribunales superiores de justicia en servicio a la fecha de vigencia de esta Constitución”, que, como se recordará, fue el 11 de marzo de 1981.


� En definitiva, el número de ministros de la Corte Suprema se fijó en la propia Constitución, aumentándose los actuales de 17 a 21, de los cuales cinco deben ser abogados extraños a la administración de justicia.


� La disposición que se comenta generó una serie de controversias durante la discusión del proyecto en el Senado.


La Corte Suprema, a través de opiniones particulares de sus diversos miembros, estimó que la modificación vulneraba el derecho que hoy tienen los ministros a quienes afectará; que era discriminatoria, porque el límite de edad no se imponía a los miembros de otros poderes del Estado; que carecía de fundamento lógico, porque los años no son un estigma sino garantía de experiencia, sabiduría y conocimiento; que alteraba el equilibrio institucional por sus repercusiones en el Consejo de Seguridad Nacional, en el Tribunal Constitucional y en el Tribunal Calificador de Elecciones; que atentaba contra el artículo 5° de la Constitución en relación al principio de los derechos adquiridos y las meras expectativas; que adolecería de inconstitucionalidad en cuanto priva a los ministros a quienes afecta de su derecho de propiedad sobre un bien incorporal, como es el cargo o función que desempeñan, considerando que la propia Constitución establece como limitación del ejercicio de la soberanía el respeto de los derechos esenciales de la naturaleza humana, entre los cuales se encuentra el de propiedad; que atentaba contra principios básicos como el de la inamovilidad de los jueces, la propiedad en el cargo,  la independencia de los tribunales y el Estado de Derecho, siendo las dos primeras elementos esenciales para la subsistencia de éste; que, más que una modificación, el proyecto es una perturbación a la existencia del Poder Judicial, etc.


Los profesores Paulino Varas Alfonso y Salvador Mohor Abuauad, que comparten en gran parte los criterios anteriores, son de opinión de que se vulnerarían las garantías del derecho de propiedad, la libertad de trabajo y su protección, así como el artículo 5° de la Carta Fundamental, sin que pueda por medio de una reforma constitucional privarse a una persona de un derecho esencial que emana de la naturaleza humana, como es el mantener un magistrado de un tribunal superior la propiedad del cargo que posee. 


Las posiciones anteriores fueron, en todo caso, minoritarias.


En este caso, no hay involucrados actos de soberanía, pues la soberanía reside en la Nación y es indelegable. La norma excepcional que hoy se modifica fue aprobada por un acto que se efectuó en ejercicio de la soberanía, que sí es delegable. Tal ejercicio de la soberanía habrá de regirse por las normas establecidas en la propia Constitución. Su modificación o derogación deberá efectuarse por el poder constituyente derivado, mediante el procedimiento que la Constitución regula, la que no consagra preceptos irreformables, pétreos o inmutables. Sólo contempla una limitación en el artículo 5°: el ejercicio de la soberanía no puede afectar los derechos esenciales de la persona humana, lo que implica que el poder constituyente derivado no puede suprimir un derecho esencial o disminuirlo en su extensión.


Cabe recordar, a mayor abundamiento, que en derecho público no existen los derechos adquiridos. Los magistrados afectados están sometidos a un régimen de derecho público preestablecido unilateral y objetivamente por el Estado. El vínculo jurídico con los une con el Estado y que nace con el nombramiento, no es de naturaleza contractual, sino legal, pudiendo ponérsele término en cualquier momento en virtud de una causal legal. El derecho a la función existe sólo en tanto no concurra alguna  causal de expiración de funciones, como el de la edad.


En el sentido indicado, pueden consultarse las opiniones de los profesores Francisco Cumplido Cereceda, Orlando Poblete Iturrate, Emilio Pfeffer Urquiaga y Humberto Nogueira Alcalá, que figuran entre los antecedentes del proyecto. 


� Lo que es congruente con la supresión de los abogados integrantes en la Corte Suprema,  con el propósito de que todas sus salas funcionen con ministros titulares y con la amplitud que se observa en la competencia de este tribunal. 


� Las fórmulas de nombramiento de los magistrados presentan una gran diversidad, no habiendo un criterio general uniforme: elección popular (Estados Unidos de Norteamérica); elección por el Parlamento (Venezuela, Uruguay, Costa Rica, Francia); nombramiento por el Presidente de la República con acuerdo del Parlamento (Estados Unidos de Norteamérica); elección por el Senado a proposición en terna del Presidente de la República (México); elección por el Senado (República Dominicana); elección por el Congreso de la República, algunos directamente y otros seleccionados de una nómina de treinta candidatos propuestos por una Comisión de Postulación cuyos integrantes se indican en la Constitución (Guatemala); elección por el Congreso Nacional de listas elaboradas por el Consejo de la Judicatura (Bolivia); elección por el Congreso Nacional (Honduras); elección por la Asamblea Nacional de ternas propuestas por el Presidente de la República (Nicaragua); elección por la Asamblea Legislativa (El Salvador); nombramiento mediante acuerdo del Consejo de Gabinete, con sujeción a la aprobación del órgano Legislativo (Panamá); elaboración de listas por el Consejo de la Judicatura y resolución de la propia Corte Suprema (Colombia); nombramiento por el Consejo Superior  de la Magistratura previo concurso público de méritos y evaluación (Perú); nombramiento por el Jefe del Estado de ternas propuestas por una de las ramas del Congreso (Países Bajos); concurso y nombramiento por el Consejo Superior de la Magistratura (Portugal); designación por el gobierno central conjuntamente con una comisión electora de jueces integrada por los ministros de los estados federados competentes para el respectivo sector (hay cinco tribunales supremos) y por un número igual de miembros elegidos por el Parlamento Federal (Alemania); designación por el Jefe del Estado a propuesta de dos listas dobles, propuesta una por el Tribunal Supremo y otra, alternativamente, por la Cámara de Representantes y por el Senado (Bélgica). 


� La Corte Suprema no ha dado cumplimiento a dicho precepto legal, declarándolo inaplicable por inconstitucional, porque en su opinión vulnera la disposición del artículo 79, que otorga a ese tribunal la superintendencia directiva, correccional y económica de los tribunales de la nación, sin límites ni parámetros de ninguna especie. A juicio de la Corte, el Constituyente no ha indicado  límites ni pautas para el ejercicio de esa jurisdicción, por lo que mal podría hacerlo el legislador.


� Ley 19.374, de 18 de febrero de 1995, que sustituyó, entre otros, el artículo 545 del Código Orgánico de Tribunales.


Art. 545. El recurso de queja tiene por exclusiva finalidad corregir las faltas o abusos graves cometidos en la dictación de resoluciones de carácter jurisdiccional. Sólo procederá cuando la falta o abuso se cometa en sentencia interlocutoria que ponga fin al juicio o haga imposible su continuación o definitiva, y que no sean susceptibles de recurso alguno, ordinario o extraordinario, sin perjuicio de la atribución de la Corte Suprema para actuar de oficio en el ejercicio de sus facultades disciplinarias (...(.


En caso que un tribunal superior de justicia, haciendo uso de sus facultades disciplinarias, invalide una resolución jurisdiccional, deberá aplicar la o las medidas disciplinarias que estime pertinentes. En tal caso, la sala dispondrá que se dé cuenta al tribunal pleno de los antecedentes para los efectos de aplicar las medidas disciplinarias que procedan, atendida la naturaleza de las faltas o abusos, la que no podrá ser inferior a amonestación privada.


� De aplicarse esta norma, el 1 de enero de 1998 cesarían en sus cargos seis ministros de la Corte Suprema y dos de la Corte de Apelaciones. En total, hasta el año 2014 la eliminación de la excepción afectará a 56 ministros de Corte y fiscales judiciales.


� En relación con esta última disposición y su alcance, debe tenerse en consideración el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución, el nuevo inciso primero de la disposición octava transitoria y el inciso penúltimo de la misma.


La disposición tal cual está redactada, permite una doble interpretación: Que la propia Constitución está estableciendo un plazo de dos años para que el Presidente en ejercicio de la Corte Suprema se mantenga en su cargo, una vez que entre en vigencia esta reforma o, que la idea es reducir a dos años el mandato como Presidentes de los ministros que estaban en servicio a la fecha de entrada en vigencia de la Constitución.


El texto aprobado en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación,  Justicia y Reglamento del Senado señalaba que: “Los magistrados a que alude el inciso precedente y que fuesen elegidos Presidente de la Corte Suprema durarán en dicho cargo dos años y cesarán una vez que culmine este período.  En cualquier caso, cesarán en sus funciones como Presidente de la Corte una vez cumplidos los 75 años de edad.” 


� La expresión “magistrado”, desde un punto de vista técnico jurídico, suele emplearse, de manera genérica, para referirse a la dignidad o empleo de juez o de miembro de los tribunales de justicia, especialmente si forman parte de un tribunal colegiado, cualquiera que sea su grado o jerarquía.


� El artículo 93 del Código Orgánico de Tribunales señala, en lo pertinente,  que “El Presidente será nombrado por la misma Corte, de entre sus miembros, y durará en sus funciones tres años, no pudiendo ser reelegido”.
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